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Aspira este número extraordinario de EDUCERE contribuir a la edificación 
un debate académicamente serio, constructivo y propositivo que permita orientar 
la elaboración de una Ley de Educación Universitaria que responda a los supremos 
intereses de la nación, y que posibilite la refundación de una universidad trans-
formadora que esté en sintonía con los tiempos de renovación institucional y los 
cambios que se están produciendo en el país.

Así prestamos al lector algunos artículos de la Carta Magna (1999) y de la 
nueva Ley Orgánica de Educación (2009).

cONSTITucIÓN DE LA rEPÚBLIcA BOLIVArIANA DE VENEZuELA (1999)

capítulo VI
De los Derechos culturales y Educativos

Artículo 98. La creación cultural es libre. Esta libertad comprende el dere-
cho a la inversión, producción y divulgación de la obra creativa, científica, tecno-
lógica y humanística, incluyendo la protección legal de los derechos del autor o de 
la autora sobre sus obras. El Estado reconocerá y protegerá la propiedad intelectual 
sobre las obras científicas, literarias y artísticas, invenciones, innovaciones, deno-
minaciones, patentes, marcas y lemas de acuerdo con las condiciones y excepcio-
nes que establezcan la ley y los tratados internacionales suscritos y ratificados por 
la República en esta materia.

Artículo 99. Los valores de la cultura constituyen un bien irrenunciable del 
pueblo venezolano y un derecho fundamental que el Estado fomentará y garan-
tizará, procurando las condiciones, instrumentos legales, medios y presupuestos 
necesarios. Se reconoce la autonomía de la administración cultural pública en los 
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términos que establezca la ley. El Estado garantizará la 
protección y preservación, enriquecimiento, conservación 
y restauración del patrimonio cultural, tangible e intangi-
ble, y la memoria histórica de la Nación. Los bienes que 
constituyen el patrimonio cultural de la Nación son ina-
lienables, imprescriptibles e inembargables. La Ley esta-
blecerá las penas y sanciones para los daños causados a 
estos bienes.

Artículo 100. Las culturas populares constituti-
vas de la venezolanidad gozan de atención especial, re-
conociéndose y respetándose la interculturalidad bajo el 
principio de igualdad de las culturas. La ley establecerá 
incentivos y estímulos para las personas, instituciones y 
comunidades que promuevan, apoyen, desarrollen o finan-
cien planes, programas y actividades culturales en el país, 
así como la cultura venezolana en el exterior. El Estado 
garantizará a los trabajadores y trabajadoras culturales su 
incorporación al sistema de seguridad social que les per-
mita una vida digna, reconociendo las particularidades del 
quehacer cultural, de conformidad con la ley.

Artículo 101. El Estado garantizará la emisión, re-
cepción y circulación de la información cultural. Los me-
dios de comunicación tienen el deber de coadyuvar a la 
difusión de los valores de la tradición popular y la obra 
de los o las artistas, escritores, escritoras, compositores, 
compositoras, cineastas, científicos, científicas y demás 
creadores y creadoras culturales del país. Los medios te-
levisivos deberán incorporar subtítulos y traducción a la 
lengua de señas, para las personas con problemas audi-
tivos. La ley establecerá los términos y modalidades de 
estas obligaciones.

Artículo 102. La educación es un derecho humano 
y un deber social fundamental, es democrática, gratuita y 
obligatoria. El Estado la asumirá como función indecli-
nable y de máximo interés en todos sus niveles y moda-
lidades, y como instrumento del conocimiento científico, 
humanístico y tecnológico al servicio de la sociedad. La 
educación es un servicio público y está fundamentada en 
el respeto a todas las corrientes del pensamiento, con la 
finalidad de desarrollar el potencial creativo de cada ser 
humano y el pleno ejercicio de su personalidad en una so-
ciedad democrática basada en la valoración ética del tra-
bajo y en la participación activa, consciente y solidaria 
en los procesos de transformación social consustanciados 
con los valores de la identidad nacional, y con una visión 
latinoamericana y universal. El Estado, con la participa-
ción de las familias y la sociedad, promoverá el proceso de 
educación ciudadana de acuerdo con los principios conte-
nidos de esta Constitución y en la ley.

Artículo 103. Toda persona tiene derecho a una 
educación integral, de calidad, permanente, en igualdad 

de condiciones y oportunidades, sin más limitaciones que 
las derivadas de sus aptitudes, vocación y aspiraciones. 
La educación es obligatoria en todos sus niveles, desde el 
maternal hasta el nivel medio diversificado. La impartida 
en las instituciones del Estado es gratuita hasta el pregrado 
universitario. A tal fin, el Estado realizará una inversión 
prioritaria, de conformidad con las recomendaciones de la 
Organización de las Naciones Unidas. El Estado creará y 
sostendrá instituciones y servicios suficientemente dota-
dos para asegurar el acceso, permanencia y culminación 
en el sistema educativo. La ley garantizará igual atención 
a las personas con necesidades especiales o con discapa-
cidad y a quienes se encuentren privados o privadas de su 
libertad o carezcan de condiciones básicas para su incor-
poración y permanencia en el sistema educativo.

Las contribuciones de los particulares a proyectos y 
programas educativos públicos a nivel medio y universi-
tario serán reconocidas como desgravámenes al impuesto 
sobre la renta según la ley respectiva.

Artículo 104. La educación estará a cargo de perso-
nas de reconocida moralidad y de comprobada idoneidad 
académica. El Estado estimulará su actualización perma-
nente y les garantizará la estabilidad en el ejercicio de la 
carrera docente, bien sea pública o privada, atendiendo a 
esta Constitución y a la ley, en un régimen de trabajo y 
nivel de vida acorde con su elevada misión. El ingreso, 
promoción y permanencia en el sistema educativo, serán 
establecidos por ley y responderám a criterios de evalua-
ción de méritos, sin injerencia partidista o de otra natura-
leza no académica.

Artículo 105. La ley determinará las profesiones 
que requieren título y las condiciones que deben cumplir-
se para ejercerlas, incluyendo la colegiación.

Artículo 106. Toda persona natural o jurídica, previa 
demostración de su capacidad, cuando cumpla de manera 
permanente con los requisitos éticos, académicos, científi-
cos, económicos, de infraestructura y los demás que la ley 
establezca, puede fundar y mantener instituciones educa-
tivas privadas bajo la estricta inspección y vigilancia del 
Estado, previa aceptación de éste.

Artículo 107. La educación ambiental es obligatoria 
en los niveles y modalidades del sistema educativo, así 
como también en la educación ciudadana no formal. Es 
de obligatorio cumplimiento en las instituciones públicas 
y privadas, hasta el ciclo diversificado, la enseñanza de la 
lengua castellana, la historia y la geografía de Venezuela, 
así como los principios del ideario bolivariano.

Artículo 108. Los medios de comunicación social, 
públicos y privados, deben contribuir a la formación ciu-
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dadana. El Estado garantizará servicios públicos de radio, 
televisión y redes de bibliotecas y de informática, con el 
fin de permitir el acceso universal a la información. Los 
centros educativos deben incorporar el conocimiento y 
aplicación de las nuevas tecnologías, de sus innovaciones, 
según los requisitos que establezca la ley.

Artículo 109. El Estado reconocerá la autonomía 
universitaria como principio y jerarquía que permite a los 
profesores, profesoras, estudiantes, egresados y egresadas 
de su comunidad dedicarse a la búsqueda del conocimien-
to a través de la investigación científica, humanística y 
tecnológica, para beneficio espiritual y material de la Na-
ción. Las universidades autónomas se darán sus normas 
de gobierno, funcionamiento y la administración eficiente 
de su patrimonio bajo el control y vigilancia que a tales 
efectos establezca la ley. Se consagra la autonomía uni-
versitaria para planificar, organizar, elaborar y actualizar 
los programas de investigación, docencia y extensión. Se 
establece la inviolabilidad del recinto universitario. Las 
universidades nacionales experimentales alcanzarán su 
autonomía de conformidad con la ley.

Artículo 110. El Estado reconocerá el interés públi-
co de la ciencia, la tecnología, el conocimiento, la inno-
vación y sus aplicaciones y los servicios de información 
necesarios por ser instrumentos fundamentales para el de-
sarrollo económico, social y político del país, así como 
para la seguridad y soberanía nacional. Para el fomento y 
desarrollo de esas actividades, el Estado destinará recur-
sos suficientes y creará el sistema nacional de ciencia y 
tecnología de acuerdo con la ley. El sector privado deberá 
aportar recursos para los mismos. El Estado garantizará el 
cumplimiento de los principios éticos y legales que deben 
regir las actividades de investigación científica, humanís-
tica y tecnológica. La ley determinará los modos y medios 
para dar cumplimiento a esta garantía.

Artículo 111. Todas las personas tienen derecho al 
deporte y a la recreación como actividades que benefician 
la calidad de vida individual y colectiva. El Estado asumi-
rá el deporte y la recreación como política de educación y 
salud pública y garantizará los recursos para su promoción. 
La educación física y el deporte cumplen un papel funda-
mental en la formación integral de la niñez y adolescencia. 
Su enseñanza es obligatoria en todos los niveles de la edu-
cación pública y privada hasta el ciclo diversificado, con las 
excepciones que establezca la ley. El Estado garantizará la 
atención integral de los y las deportistas sin discriminación 
alguna, así como el apoyo al deporte de alta competencia y 
la evaluación y regulación de las entidades deportivas del 
sector público y del privado, de conformidad con la ley.

La ley establecerá incentivos y estímulos a las per-
sonas, instituciones y comunidades que promuevan a los 

y las atletas y desarrollen o financien planes, programas y 
actividades deportivas en el país.

LEY OrGÁNIcA DE EDucAcIÓN DE LA rEPÚBLIcA 
BOLIVArIANA DE VENEZuELA (2009)

Educación y cultura 

Artículo 4. La educación como derecho humano y 
deber social fundamental orientada al desarrollo del po-
tencial creativo de cada ser humano en condiciones his-
tóricamente determinadas, constituye el eje central en la 
creación, transmisión y reproducción de las diversas ma-
nifestaciones y valores culturales, invenciones, expresio-
nes, representaciones y características propias para apre-
ciar, asumir y transformar la realidad. 

El Estado asume la educación como proceso esen-
cial para promover, fortalecer y difundir los valores cultu-
rales de la venezolanidad. 

El Estado docente 

Artículo 5. El Estado docente es la expresión rec-
tora del Estado en Educación, en cumplimiento de su 
función indeclinable y de máximo interés como derecho 
humano universal y deber social fundamental, inalienable, 
irrenunciable, y como servicio público que se materializa 
en las políticas educativas. El Estado docente se rige por 
los principios de integralidad, cooperación, solidaridad, 
concurrencia y corresponsabilidad. En las instituciones 
educativas oficiales el Estado garantiza la idoneidad de los 
trabajadores y las trabajadoras de la educación, la infraes-
tructura, la dotación y equipamiento, los planes, progra-
mas, proyectos, actividades y los servicios que aseguren a 
todos y todas igualdad de condiciones y oportunidades y 
la promoción de la participación protagónica y correspon-
sable de las familias, la comunidad educativa y las organi-
zaciones comunitarias, de acuerdo con los principios que 
rigen la presente Ley. El Estado asegura el cumplimiento 
de estas condiciones en las instituciones educativas priva-
das autorizadas.

Educación laica 

Artículo 7. El Estado mantendrá en cualquier cir-
cunstancia su carácter laico en materia educativa, preser-
vando su independencia respecto a todas las corrientes y 
organismos religiosos. Las familias tienen el derecho y la 
responsabilidad de la educación religiosa de sus hijos e 
hijas de acuerdo a sus convicciones y de conformidad con 
la libertad religiosa y de culto, prevista en la Constitución 
de la República. 
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Igualdad de género 

Artículo 8. El Estado en concordancia con la perspec-
tiva de igualdad de género, prevista en la Constitución de la 
República, garantiza la igualdad de condiciones y oportuni-
dades para que niños, niñas, adolescentes, hombres y muje-
res, ejerzan el derecho a una educación integral y de calidad. 

Prohibición de incitación al odio 

Articulo 10. Se prohíbe en todas las instituciones y 
centros educativos del país, la publicación y divulgación 
de programas, mensajes, publicidad, propaganda y promo-
ciones de cualquier índole, a través de medios impresos, 
audiovisuales u otros que inciten al odio, la violencia, la 
inseguridad, la intolerancia, la deformación del lenguaje; 
que atenten contra los valores, la paz, la moral, la ética, 
las buenas costumbres, la salud, la convivencia humana, 
los derechos humanos y el respeto a los derechos de los 
pueblos y comunidades indígenas y afrodescendientes, 
que promuevan el terror, las discriminaciones de cualquier 
tipo, el deterioro del medio ambiente y el menoscabo de 
los principios democráticos, de soberanía nacional e iden-
tidad nacional, regional y local. 

Prohibición de mensajes contrarios a la 
soberanía nacional 

Artículo 11. Se prohíbe en todas las instituciones y 
centros educativos oficiales y privados, la difusión de 
ideas y doctrinas contrarias a la soberanía nacional y a 
los principios y valores consagrados en la Constitución 
de la República. 

Principios de la responsabilidad social y la 
solidaridad 

Artículo 13. La responsabilidad social y la solidari-
dad constituyen principios básicos de la formación ciuda-
dana de los y las estudiantes en todos los niveles y moda-
lidades del Sistema Educativo. 

Todo y toda estudiante cursante en instituciones y 
centros educativos oficiales o privados de los niveles de 
educación media general y media técnica del subsistema 
de educación básica, así como del subsistema de educación 
universitaria y de las diferentes modalidades educativas 
del Sistema Educativo, una vez culminado el programa 
de estudio y de acuerdo con sus competencias, debe con-
tribuir con el desarrollo integral de la Nación, mediante 
la práctica de actividades comunitarias, en concordancia 
con los principios de responsabilidad social y solidaridad, 
establecidos en la ley. Las condiciones para dar cumpli-
miento al contenido de este artículo serán establecidas en 
los reglamentos.

Fines de la educación 

Artículo 15. La educación, conforme a los princi-
pios y valores de la Constitución de la República y de la 
presente Ley, tiene como fines:

1. Desarrollar el potencial creativo de cada ser hu-
mano para el pleno ejercicio de su personalidad 
y ciudadanía, en una sociedad democrática ba-
sada en la valoración ética y social del trabajo 
liberador y en la participación activa, conscien-
te, protagónica, responsable y solidaria, com-
prometida con los procesos de transformación 
social y consustanciada con los principios de 
soberanía y autodeterminación de los pueblos, 
con los valores de la identidad local, regional, 
nacional, con una visión indígena, afrodescen-
diente, latinoamericana, caribeña y universal.

2. Desarrollar una nueva cultura política funda-
mentada en la participación protagónica y el 
fortalecimiento del Poder Popular, en la demo-
cratización del saber y en la promoción de la 
escuela como espacio de formación de ciuda-
danía y de participación comunitaria, para la re-
construcción del espíritu público en los nuevos 
republicanos y en las nuevas republicanas con 
profunda conciencia del deber social.

3. Formar ciudadanos y ciudadanas a partir del en-
foque geohistórico con conciencia de nacionali-
dad y soberanía, aprecio por los valores patrios, 
valorización de los espacios geográficos y de 
las tradiciones, saberes populares, ancestrales, 
artesanales y particularidades culturales de las 
diversas regiones del país y desarrollar en los 
ciudadanos y ciudadanas la conciencia de Ve-
nezuela como país energético y especialmente 
hidrocarburífero, en el marco de la conforma-
ción de un nuevo modelo productivo endógeno.

4. Fomentar el respeto a la dignidad de las perso-
nas y la formación transversalizada por valores 
éticos de tolerancia, justicia, solidaridad, paz, 
respeto a los derechos humanos y la no discri-
minación.

5. Impulsar la formación de una conciencia ecoló-
gica para preservar la biodiversidad y la sociodi-
versidad, las condiciones ambientales y el apro-
vechamiento racional de los recursos naturales.

6. Formar en, por y para el trabajo social liberador, 
dentro de una perspectiva integral, mediante 
políticas de desarrollo humanístico, científico y ED
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tecnológico, vinculadas al desarrollo endógeno 
productivo y sustentable.

7. Impulsar la integración latinoamericana y ca-
ribeña bajo la perspectiva multipolar orientada 
por el impulso de la democracia participativa, 
por la lucha contra la exclusión, el racismo y 
toda forma de discriminación, por la promoción 
del desarme nuclear y la búsqueda del equilibrio 
ecológico en el mundo.

8. Desarrollar la capacidad de abstracción y el 
pensamiento crítico mediante la formación en 
filosofía, lógica y matemáticas, con métodos in-
novadores que privilegien el aprendizaje desde 
la cotidianidad y la experiencia.

9. Desarrollar un proceso educativo que eleve la 
conciencia para alcanzar la suprema felicidad 
social a través de una estructura socioeconó-
mica incluyente y un nuevo modelo productivo 
social, humanista y endógeno. 

La educación universitaria 

Artículo 32. La educación universitaria profundiza 
el proceso de formación integral y permanente de ciuda-
danos críticos y ciudadanas críticas, reflexivos o reflexivas, 
sensibles y comprometidos o comprometidas, social y éti-
camente con el desarrollo del país, iniciado en los niveles 
educativos precedentes. Tiene como función la creación, di-
fusión, socialización, producción, apropiación y conserva-
ción del conocimiento en la sociedad, así como el estímulo 
de la creación intelectual y cultural en todas sus formas. Su 
finalidad es formar profesionales e investigadores o inves-
tigadoras de la más alta calidad y auspiciar su permanente 
actualización y mejoramiento, con el propósito de estable-
cer sólidos fundamentos que, en lo humanístico, científico y 
tecnológico, sean soporte para el progreso autónomo, inde-
pendiente y soberano del país en todas las áreas. 

La educación universitaria estará a cargo de institu-
ciones integradas en un subsistema de educación univer-
sitaria, de acuerdo con lo que establezca la ley especial 
correspondiente y en concordancia con otras leyes espe-
ciales para la educación universitaria. La ley del subsiste-
ma de educación universitaria determinará la adscripción, 
la categorización de sus componentes, la conformación y 
operatividad de sus organismos y la garantía de participa-
ción de todos y todas sus integrantes. 

Principios rectores de la educación universitaria 

Artículo 33. La educación universitaria tiene como 
principios rectores fundamentales los establecidos en la 

Constitución de la República, el carácter público, calidad 
y la innovación, el ejercicio del pensamiento crítico y re-
flexivo, la inclusión, la pertinencia, la formación integral, 
la formación a lo largo de toda la vida, la autonomía, la 
articulación y cooperación internacional, la democracia, 
la libertad, la solidaridad, la universalidad, la eficiencia, la 
justicia social, el respeto a los derechos humanos y la bio-
ética, así como la participación e igualdad de condiciones 
y oportunidades. En el cumplimiento de sus funciones, la 
educación universitaria está abierta a todas las corrientes 
del pensamiento y desarrolla valores académicos y socia-
les que se reflejan en sus contribuciones a la sociedad. 

El principio de autonomía 

Artículo 34. En aquellas instituciones de educación 
universitaria que les sea aplicable, el principio de auto-
nomía reconocido por el Estado se materializa mediante 
el ejercicio de la libertad intelectual, la actividad teórico-
práctica y la investigación científica, humanística y tecno-
lógica, con el fin de crear y desarrollar el conocimiento y 
los valores culturales. La autonomía se ejercerá mediante 
las siguientes funciones: 

1. Establecer sus estructuras de carácter flexible, 
democrático, participativo y eficiente, para dic-
tar sus normas de gobierno y sus reglas internas 
de acuerdo con lo establecido en la Constitución 
de la República y la ley. 

2. Planificar, crear, organizar y realizar los pro-
gramas de formación, creación intelectual e 
interacción con las comunidades, en atención 
a las áreas estratégicas de acuerdo con el Plan 
de Desarrollo Económico y Social de la Nación, 
las potencialidades existentes en el país, las ne-
cesidades prioritarias, el logro de la soberanía 
científica y tecnológica y el pleno desarrollo de 
los seres humanos. 

3. Elegir y nombrar sus autoridades con base en 
la democracia participativa, protagónica y de 
mandato revocable, para el ejercicio pleno y en 
igualdad de condiciones de los derechos políti-
cos de los y las integrantes de la comunidad uni-
versitaria, profesores y profesoras, estudiantes, 
personal administrativo, personal obrero y los 
egresados y las egresadas de acuerdo al Regla-
mento. Se elegirá un consejo contralor confor-
mado por los y las integrantes de la comunidad 
universitaria.

4. Administrar su patrimonio con austeridad, justa 
distribución, transparencia, honestidad y rendi-
ción de cuentas, bajo el control y vigilancia in-
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terna por parte del consejo contralor, y externa 
por parte del Estado. 

El principio de autonomía se ejercerá respetando los 
derechos consagrados a los ciudadanos y ciudadanas en la 
Constitución de la República, sin menoscabo de lo que es-
tablezca la ley en lo relativo al control y vigilancia del Es-
tado, para garantizar el uso eficiente del patrimonio de las 
instituciones del subsistema de educación universitaria. 
Es responsabilidad de todos y todas, los y las integrantes 
del subsistema, la rendición de cuentas periódicas al Esta-
do y a la sociedad sobre el uso de los recursos, así como la 
oportuna información en torno a la cuantía, pertinencia y 
calidad de los productos de sus labores. 

Las leyes especiales de la educación 
universitaria 

Artículo 35. La educación universitaria estará regi-
da por leyes especiales y otros instrumentos normativos 
en los cuales se determinará la forma en la cual este sub-
sistema se integra y articula, así como todo lo relativo a:

1. El financiamiento del subsistema de educación 
universitaria. 

2. El ingreso de estudiantes al sistema mediante un 
régimen que garantice la equidad en el ingreso, 
la permanencia y su prosecución a lo largo de 
los cursos académicos.

3. La creación intelectual y los programas de post-
grado de la educación universitaria. 

4. La evaluación y acreditación de los miembros 
de su comunidad, así como de los programas 
administrados por las instituciones del sistema. 

5. El ingreso y permanencia de docentes, en con-
cordancia con las disposiciones constituciona-
les para el ingreso de funcionarios y funciona-
rias de carrera, así como con las disposiciones 
que normen la evaluación de los y las integran-
tes del subsistema.

6. La carrera académica, como instrumento que 
norme la posición jerárquica de los y las docen-
tes, así como de los investigadores y las investi-

gadoras del sistema, al igual que sus beneficios 
socioeconómicos, deberes y derechos, en rela-
ción con su formación, preparación y desempe-
ño. 

7. La tipificación y los procedimientos para tratar 
el incumplimiento de las disposiciones que en 
materia de educación universitaria están previs-
tas en esta Ley y en las leyes especiales.

8. La oferta de algunas carreras que por su natura-
leza, alcance, impacto social e interés nacional 
deban ser reservadas para ser impartidas en ins-
tituciones especialmente destinadas para ello. 

Libertad de cátedra 

Artículo 36. El ejercicio de la formación, creación 
intelectual e interacción con las comunidades y toda otra 
actividad relacionada con el saber en el subsistema de 
educación universitaria se realizarán bajo el principio de 
la libertad académica, entendida ésta como el derecho in-
alienable a crear, exponer o aplicar enfoques metodoló-
gicos y perspectivas teóricas, conforme a los principios 
establecidos en la Constitución de la República y en la ley.

Financiamiento de la educación
 
Artículo 50. El Estado garantiza una inversión prio-

ritaria de crecimiento progresivo anual para la educación. 
Esta inversión está orientada hacia la construcción, am-
pliación, rehabilitación, equipamiento, mantenimiento, y 
sostenimiento de edificaciones escolares integrales con-
textualizadas en lo geográfico-cultural, así como la do-
tación de servicios, equipos, herramientas, maquinarias, 
insumos, programas telemáticos y otras necesidades de-
rivadas de las innovaciones culturales y educativas. Los 
servicios, equipos e insumos referidos, incluyen los vin-
culados con los programas de salud integral, deporte, re-
creación y cultura del sistema educativo.

Los artículos antes mencionados de la Carta Magna 
y de la LOE, solo reseñan algunos mandatos puntuales que 
pudieran orientar el debate y su aporte a la elaboración de 
la Ley de Educación Universitaria, así como de otras leyes 
especiales indicadas en la LOE para la educación univer-
sitaria; en modo alguno omite el texto completo es desco-
nocer su valor contextual.
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